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1. INTRODUCCIÓN: LA COOPERACIÓN INTERADMINISTRATIVA 
PARA EL COBRO DE LOS CRÉDITOS TRIBUTARIOS 
Atendidas las características del contexto económico internacional actual, no 
es de extrañar que la cooperación interadministrativa en sede recaudatoria cons-
tituya una necesidad ante la insuficiencia de los procedimientos de recaudación 
tradicionales, de cuyo ámbito frecuentemente escapan aquellos contribuyentes 
que, por su movilidad o por la de sus activos, proceden a ubicar sus inversiones 
o actividades económicas en el extranjero. Conscientes de esta realidad, los Esta-
dos propenden paulatinamente al establecimiento de mecanismos internaciona-
les que garanticen la justicia de sus sistemas tributarios a través de la lucha 
l. La presente comunicación se basa en dos trabajos previos de la autora, anteriores sin embar-
go a la vigente Directiva 2010/24/UE, a cuya consulta remitimos al lector: RIBES RIBES, A.: <<Ámbito 
subjetivo de la asistencia mutua en materia de recaudación tributaria••, en Civitas Revista española 
de Derecho Financiero n° 138, 2008, pp.257-290; y, «Reflexiones en torno a la Propuesta de nueva 
Directiva comunitaria sobre la asistencia mutua en materia recaudatoria», en Quincena Fiscal n° 
15-16, 2009, pp.69-90. 
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contra el fraude fiscal, convirtiéndose paradójicamente la colaboración interes-
tatal en la fórmula óptima para la defensa de la soberanía tributada de los Esta-
dos frente a los efectos de la deslocalización de capitales. 
Siendo, pues, innegables, la conveniencia y ventajas2 de la cooperación 
internacional en este campo, la cobertura jurídica de la asistencia mutua en 
materia de recaudación puede provenir de fuentes de carácter nacional, supra-
nacional o internacionaP Como es obvio, los instrumentos internacionales 
deben prevalecer sobre los unilaterales, no sólo por su carácter más específico 
sino también por las mayores garantías de secreto que conllevan. Del mismo 
modo, ante la existencia de varias normas ya de índole supranacional o interna-
cional que articulen la asistencia recaudatoria, debe aplicarse aquélla que permi-
ta una colaboración más amplia (principio de la máxima eficacia).4 
Remontándonos sucintamente a los orígenes de la asistencia mutua en mate-
ria de recaudación, cabe destacar la importante labor desarrollada por las Orga-
nizaciones internacionales y, de manera señalada, por la Organización de coope-
ración y desarrollo económico (en adelante, OCDE), en aras a favorecer la 
colaboración entre las Administraciones Tributarias nacionales. Así lo demuestran 
los primigenios trabajos de la Sociedad de Naciones, secundados por una serie 
de hitos que culminaron, primero, en el Modelo de Convenio sobre asistencia 
mutua para la recaudación de deudas tributarias de 1981 (en adelante, CM OCDE 
1981);5 y, más tarde, con la expresa previsión de una cláusula de asistencia mutua 
-artículo 27- en el propio texto del Convenio Modelo para evitar la doble 
imposición internacional, al hilo de su actualización en 2003. Por lo que con-
cierne al caso español, llama la atención, sin embargo, que sean sólo seis (Fran-
cia, Bélgica, Argelia, Colombia, Kazajstán y Uruguay) los convenios bilaterales 
que en la actualidad incluyen esta cláusula. 
La creciente interdependencia económica y financiera a nivel internacional 
ha sido subrayada asimismo desde otros foros internacionales, tales como la 
Organización de Naciones Unidas (en adelante, ONU), como factor que ha inten-
sificado las consecuencias indirectas transfronterizas de la tributación, restrin-
giendo simultáneamente la capacidad de las autoridades nacionales para hacer 
2. Sobre este extremo, ampliamente: GRAU Rmz, A.: <<La cooperac10n internacional para la 
recaudación de tributos: el procedimiento de asistencia mutua>>, La Ley, Madrid, 2000, pp.68 a 70. 
3. GRAU RUIZ, Ma.A.: <<La cooperación ( ... )». Ob.cit. pp.147 a 191; GARCÍA PRATS, F.A.: <<La 
asistencia mutua en materia de recaudación tributaria», en Documentos de trabajo (Instituto de 
Estudios Fiscales) n° 24, 2001; y, <<La asistencia internacional para la recaudación de deudas tribu-
tarias», en: RODRÍGUEZ ÜNDARZA, J. A .. y FERNÁNDEZ PRIETO, Á. (Coord.): <<Fiscalidad y planificación 
fiscal internacional>>, Madrid, 2003. 
4. CALDERÓN CARRERO, J.M.: <<Intercambio de información y asistencia mutua», en: CARMONA 
FERNÁNDEZ, N. (Coord.): <<Convenios fiscales internacionales y fiscalidad de la Unión Europea», CISS, 
Madrid, 2006, p.527. Aunque el autor se refiere a esta regla (wider-rangíng provision of assístance) 
al examinar el intercambio de información, consideramos que la misma resulta predicable asimismo 
de la asistencia mutua en sede recaudatoria. 
5. OECD Convention between (State A) and (State B) for mutual administrative assistance in 
the recovet'}' of tax claims of 1981. Tax News Service No.10, 31-May-1987, pp.108 y ss; and No.7, 
pp.75 y SS. 
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cumplir las obligaciones tributarias. A tal efecto se designó un Grupo de Exper-
tos cuyo objeto de estudio se centró, con ocasión de sus reuniones 2a y 4a (en 
1983 y 1987, respectivamente),6 en la formulación de determinadas directrices 
para promover la celebración de acuerdos de cooperación en materia recauda-
toria entre sus Estados miembros. 
Posteriormente, se decidió incorporar un apartado (<<Assistance in recovery>>) 
sobre este punto en los Comentarios al articulo 26 del CM ONU 2001, que los 
Estados contratantes pudieran tener en cuenta durante sus negociaciones. En la 
actualidad, la vigente versión del CM ONU, aprobada el3 de noviembre de 2011,7 
perfecciona esta cláusula y establece las reglas de acuerdo con las cuales los 
Estados deben prestarse asistencia mutuamente en el ámbito recaudatorio. 
Centrándonos en el ámbito europeo, 8 la asistencia en materia de recaudación 
tributaria goza de una amplia consolidación normativa, siendo también acreedo-
ra de una importante práctica administrativa, jurisprudencia! y doctrinal. Fue en 
el ámbito de los recursos tradicionales comunitarios donde surgió el germen de 
este tipo de asistencia, al detectarse serias dificultades para la aplicación de las 
reglamentaciones relativas a la política agrícola común y a los gravámenes adua-
neros. En este contexto el Consejo adoptó la Directiva 76/308/CEE,9 denominada 
<<de base», que vino a articular originariamente procedimientos de asistencia mutua 
para el cobro de los créditos resultantes de operaciones que formaban parte del 
sistema de financiación del Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola 
(FEOGA), así como de las exacciones agrícolas y de los derechos de aduana. 
Con posterioridad, la Directiva 77 n94/CEE10 fijó las modalidades prácticas 
para la aplicación de ciertas disposiciones de la anterior. El ámbito objetivo de 
dicho procedimiento recaudatorio fue modificado a través de la Directiva 79/1071/ 
CEE, extendiéndose la asistencia en la recaudación coactiva extraterritorial al 
campo del Impuesto sobre el valor añadido (en adelante, IVA) comunitario. Fruto 
de trabajos posteriores vio la luz la Directiva 2001/44/CE, que supuso la modifi-
cación de las disposiciones contenidas en la primigenia Directiva 76/308/CEE a 
tal efecto. Se resolvía así una importante laguna, 11 pues la nueva normativa otor-
gaba ya cobertura desde el punto de vista de la asistencia recaudatoria a los 
6. AMISSAH, A.: <<Mutual cooperation in the enforcement of tax liabilities and the collection of 
taxes, including Exchange of information>>. Ad Hoc Group of Experts on lnternational Cooperation 
in tax matters. 4° Meeting. UN. Geneva. 1987. 
7. http://www.un.org/en/development/desa/news/administration/double-taxation-convention.html 
8. GRAU RUIZ, Ma.A.: <<La asistencia mutua en materia de recaudación en la Unión Europea», en 
Quincena fiscal n° 1, 2001, pp.37 a 46. 
9. Directiva 76/308//CEE, de 15 de marzo de 1976. 
10. La Directiva 77/794/CEE, de 4 de noviembre de 1977 fue a su vez modificada por la Direc-
tiva 85/479/CEE y, posteriormente, por la Directiva 86/489/CEE. 
11. Al margen de ello, la citada Directiva Introdujo otras novedades relevantes, tales como la 
enumeración de las condiciones que han de concurrir para que se desarrolle dicha asistencia o los 
cauces que se arbitran para llevar a cabo efectivamente la recaudación. A esta finalidad se orientó, 
asimismo, la Directiva 2002/94/CE -que sustituyó a la Directiva 77 /794/CEE-, y las Directivas 
2004/79/CE y 2006/84/CE que han adaptado los procedimientos diseñados en la anterior a los Esta-
dos miembros que se incorporaron, respectivamente, en 2004 y 2006. 
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impuestos sobre la renta, el patrimonio y los impuestos sobre primas de seguros, 
quedando tan sólo fuera de su ámbito de aplicación el Impuesto sobre sucesio-
nes y donaciones y el Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurí-
dicos documentados. 12 
Con todo, la Directiva 76/308/CEE y sus actos de modificación, codificados 
por la Directiva 2008/55/CE,13 se revelaron insuficientes14 para satisfacer las nece-
sidades derivadas de la evolución que el Mercado interior ha experimentado a 
lo largo de los últimos treinta años. Por este motivo, se ha acometido una drás-
tica reforma, que pretende posibilitar que los funcionarios de las Administracio-
nes Tributarias de los Estados miembros hagan frente al elevado número de 
solicitudes y combatan, de manera especial, el fraude en el IVA. A ello se orien-
ta la Directiva 2010/24/UE del Consejo, de 16 de marzo de 2010,15 actualmente 
en vigor, que se presenta como el instrumento idóneo a fin de implantar un 
nuevo sistema de asistencia recaudatoria que garantice la rapidez, eficacia y uni-
formidad de los procedimientos de cobro en el seno de la UE. 16 
Sin perjuicio del papel desempeñado por los Modelos de las Organizaciones 
internacionales y las Directivas europeas, los convenios internacionales de carác-
ter multilateral se reputan asimismo como mecanismos aptos en esta sede. Buena 
prueba de ello son las diversas experiencias convencionales17 que, al amparo de 
organismos regionales internacionales, incluyen la cooperación administrativa 
recaudatoria. A diferencia de las soluciones pergeñadas por los Convenios Mode-
12. Nótese que estos impuestos sí resultan comprendidos en el ámbito objetivo del artículo 27 
del Convenio Modelo de la OCDE 2010. 
13. Directiva 2008/55/CE del Consejo, de 26 de mayo de 2008, sobre la asistencia mutua en 
materia de cobro de los créditos correspondientes a determinadas exacciones, derechos, impuestos 
y otras medidas. 
14. GRAU Rmz, Ma.A.: «Avances propuestos en la asistencia mutua en materia de recaudación••, 
en Crónica Tributaria n° 94, 2000, p.47; y en: <<La asistencia mutua ( ... )». Ob.cit. p.46. 
15. Directiva 2010/24/UE del Consejo, de 16 de marzo de 2010, sobre la asistencia mutua en 
materia de cobro de los créditos correspondientes a determinados impuestos, derechos y otras medidas. 
16. MONTERO DOMÍNGUEZ, A.: <<La nueva Directiva comunitaria de asistencia mutua en materia 
de recaudación: análisis del articulado de la norma positiva», en Carta Tributaria n° 14, pp.3-28; <<La 
nueva asistencia mutua en el ámbito de la recaudación: Directiva 2010/24 del Consejo de 16 de 
marzo de 2010 sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a 
determinados impuestos, derechos y otras medidas», en OL, Revista Tributaria Oficinas Liquidadoras 
n° 27, 2012, pp. 4-16. 
17. A título de ejemplo: la Convención inter-territorial para la eliminación de la doble imposi-
ción en el África Ecuatorial francesa de 15 de octubre de 1957, o la Convención General de coope-
ración fiscal entre los Estados miembros de la Organización Común Africana, Malgache y Mauritania 
de 29 de enero de 1971. Un lugar destacado en esta línea ocupa, sin duda, el Convenio nórdico 
sobre asistencia mutua en materia tributaria firmado inicialmente entre los países escandinavos el 9 
de noviembre de 1972 y objeto de posteriores modificaciones y actualizaciones (7-noviembre-1989; 
19-junio-1991 y 4-diciembre-1997). Por otro lado, la asistencia mutua en materia de impuestos 
aduaneros -que se rige por sus instrumentos internacionales y comunitarios específicos, y no por 
el artículo 27 CM OCDE- ha sido impulsada desde la Organización Mundial de Aduanas (OMA-WCO) 
a través del Convenio de Asistencia Mutua Administrativa para la prevención, investigación y repre-
sión de las infracciones aduaneras de 1977 y el Convenio internacional de asistencia mutua admi-
nistrativa en materia aduanera de 2003. 
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lo de la OCDE o de la ONU, los citados instrumentos multilaterales diseñan un 
marco legal de mayor alcance para la cooperación recaudatoria interestatal, ade-
más de contemplar explícitamente la realización de comprobaciones conjuntas, 
la participación en comprobaciones tributarias realizadas en el exterior, el inter-
cambio de documentos, o el intercambio automático de cierto tipo de información. 
Mención aparte met·ece, por constituir el texto normativo más completo y con 
mayor rigor jurídico de índole multilateral, el Convenio sobre asistencia adminis-
trativa mutua en materia fiscal de la OCDE y del Consejo de Europa, suscrito el 
25 de enero de 1988. El citado Convenio fue firmado por España el 12 de noviem-
bre de 2009 y sus disposiciones entraron en vigor para nuestro país el 1 de 
diciembre de 2010.18 
2. CUESTIONES PROBLEMÁTICAS EN TORNO AL ÁMBITO 
SUBJETIVO DE LA ASISTENCIA MUTUA RECAUDATORIA 
2.1. Determinación de los sujetos pasivos afectados por la solicitud 
de cooperación recaudatoria 
El artículo 3.2 del Reglamento de ejecución n° 1189/2011 de la Comisión, de 
18 de noviembre de 2011,19 enumera los sujetos a los que puede referirse la peti-
ción de información, de cobro o de adopción de medidas cautelares, cuales son: 
<<a) el deudor principal o un codeudor; b) cualquier otra persona distinta del codeu-
dor responsable del pago de los impuestos, derechos y otras medidas, o de otros 
créditos con ellos relacionados en aplicación de la legislación vigente en el Estado 
miembro donde radica la autoridad requirente; e) un tercero en posesión de bienes 
que pertenezcan o titular de créditos que correspondan a cualquiera de las perso-
nas mencionadas en las letras a) o b)>>. Con arreglo a este último inciso, el tenedor 
de los bienes se configura, en definitiva, como posible destinatario de la medida 
de asistencia mutua si bien no por lo que concierne a sus propios bienes, sino a 
los que son propiedad del deudor tributario y cuya posesión aquél detenta. 
Idéntico marco subjetivo diseña, descendiendo ya al ámbito nacional español, 
la Orden HAC/2324/200320 que, en desarrollo del Real Decreto 704/2002, concreta 
18. En el último Consejo de Ministros, celebrado el 3 de febrero de 2012, se acordó la remisión 
a las Cortes Generales del Protocolo de Enmienda al Convenio de Asistencia Administrativa Mutua 
en materia fiscal, cuya firma autorizó el Consejo de Ministros el 28 de enero de 2011. 
19. Reglamento de ejecución (UE) n° 1189/2011 de la Comisión, de 18 de noviembre de 2011, 
por el que se establecen disposiciones de aplicación de determinadas normas de la Directiva 2010/24/ 
UE del Consejo sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a 
determinados impuestos, derechos, y otras medidas. En virtud de esta norma, cuyo período de apli-
cación se inició el 1 de enero de 2012, se deroga el Reglamento (CE) n° 1179/2008 de la Comisión, 
de 28 de noviembre de 2008, por el que se establecen disposiciones de aplicación de determinadas 
normas de la Directiva 2008/55/CE del Consejo, sobre la asistencia mutua en materia de cobro de 
los créditos correspondientes a determinadas exacciones, derechos, impuestos y otras medidas. 
20. Orden HAC/2324/2003, de 31 de julio, por la que se establecen normas detalladas para la 
aplicación de las disposiciones referentes a asistencia mutua en materia de recaudación, en desarrollo 
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los destinatarios de las peticiones de cobro o de las medidas cautelares en las 
figuras del deudor principal, cualesquiera otros obligados al pago o cualquier ter-
cero que se encuentre en posesión de bienes pertenecientes a alguno de los ante-
riores. Las únicas referencias a esta cuestión que contiene la Ley General Tributaria2I 
(en adelante, LG1) se residencian, no obstante, en los artículos 35 y 181 que aluden, 
entre los obligados tributarios y sujetos infractores, respectivamente, a aquéllos 
que ostenten dicha condición según la normativa sobre asistencia mutua. 
En consonancia con ello, el artículo 27.1 CM OCDE no restringe la virtualidad 
de la asistencia recaudatoria a los residentes en uno o en ambos Estados con-
tratantes, sino que incluye a cualquier tipo de deudor, al igual que el artículo 
26 del Convenio Modelo de EEUU22 de 2006. También la Convención sobre 
asistencia administrativa mutua en materia fiscal de 1988 contempla en su ámbi-
to subjetivo a los nacionales de los Estados requirente, requerido o incluso de 
un tercer Estado, no siendo necesario, por otro lado, que dicha asistencia se 
circunscriba a la figura del deudor principal, sino que podría desarrollarse fren-
te a cualquier otra persona que, de acuerdo con las normas del Estado requi-
rente, sea responsable de la deuda tributaria. 
De conformidad con la normativa vigente, la determinación de los sujetos 
obligados al pago compete al Estado requirente, sin que pueda oponerse la 
legislación del Estado requerido para eludir el requerimiento de pago en actua-
ción de la asistencia en materia recaudatoria. Así pues, el procedimiento ejecu-
tivo se dirigirá contra la persona mencionada en la petición de cobro, siendo el 
Estado requirente quien la determine al formularla y con independencia de que, 
según la normativa en vigor del Estado requerido, dicho sujeto se contemple o 
no entre los obligados al pago. 
Este aspecto de la relación de cobro presenta, sin embargo, cierta complejidad, 
dada la existencia actual de múltiples figuras jurídicas de carácter subjetivo que 
ocupan la posición pasiva de las obligaciones tributarias. De hecho, siguiendo la 
del Real Decreto 704/2002, de 19 de julio, por el que se incorporan las modificaciones de determi-
nadas Directivas comunitarias sobre asistencia mutua en materia de recaudación, y en cumplimiento 
de determinadas Directivas comunitarias sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la 
Unión Europea en el cobro de determinadas exacciones, derechos e Impuestos y otros medidas. Con 
anterioridad, la normativa Interna española que Implementaba la comunitaria no aludía específicamen-
te al ámbito subjetivo, refiriéndose tan sólo al titular u otros obligados tributarlos al pago de forma 
genérica, tal y como se aprecia en la Orden de 9 de octubre de 1989 -ya derogada-, por la que se 
desarrollaba el Real Decreto 1068/1988, de 16 de septiembre, que incorpora al ordenamiento jurídico 
español determinadas Directivas comunitarias sobre asistencia mutua en materia de recaudación. 
La vigente versión de la Orden HAC/2324/2003, de 31 de julio, ha sido actualizada por la Orden 
EHA/408/2005, de 18 de febrero y la Orden EHA/564/2007, de 7 de marzo. 
21. Real Decreto ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupues-
tarla, tributarla y financiera para la corrección del déficit público, a través del cual se ha operado 
la transposición de la Directiva 2010/24/UE al ordenamiento español, mediante la introducción de 
las modificaciones pertinentes en la LGT. 
22. COLE, R. T., GORDON, R.A. y VENUTI, J.: «Exchange of information and assistance in collection 
(I)», in Tax Management International Journal vol.24, 1995, cuyo contenido, aunque relativo a 
modelos estadounidenses anteriores, es perfectamente aplicable al Modelo de 2006 en vigor. 
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redacción de la normativa europea, constatamos la existencia de una pluralidad 
de sujetos susceptibles de convertirse en destinatarios de la petición de cobro, a 
saber: el contribuyente, los retenedores o los sustitutos del contribuyente, los 
sucesores tributarios ex lege ínter vivos o mortis causa, los responsables e inclu-
so el tenedor de los bienes.23 Por el contrario, nunca podría cursarse una solici-
tud de cobro frente a un representante, por tratarse de una persona que no tiene 
la condición de obligado al pago de la deuda tributaria. Si bien algunas de las 
categorías subjetivas citadas resultan claras y no admiten discusión alguna, otras, 
en cambio, presentan aspectos controvertidos debido, en parte, a las disparidades 
existentes a este respecto en el seno de los diferentes ordenamientos internos. 
Ciñéndonos a la figura del tercero poseedor de los bienes, entendemos que 
la norma europea no lo configura como un deudor tributario en sentido técnico, 
pero sí como sujeto afectado por la petición de información, cobro o adopción 
de medidas cautelares, dado que el artículo 3 del Reglamento de ejecución de 
2011 posibilita expresamente dirigir dicha solicitud al tenedor de los bienes per-
tenecientes al deudor principal, codeudor o responsable del pago del impuesto. 
De acuerdo con este razonamiento, consideramos superada la discusión plan-
teada por algún autor24 en torno a si el tenedor de los bienes podía calificarse 
o no como obligado tributario en base al artículo 35 LGT. Con carácter previo a 
la Directiva 2010/24/UE y a su Reglamento de desarrollo, la innecesariedad de 
encontrar encaje en tal precepto derivaba del propio tenor literal de la norma-
tiva europea, que no lo calificaba como obligado tributario en absoluto, sino 
como mero receptor de la solicitud de cobro. En la actualidad, la Administración 
Tributaria española se halla legitimada para formular contra dicho sujeto no sólo 
solicitudes de cobro, sino también de información e incluso de adopción de 
medidas cautelares, habida cuenta de la inserción de un apartado 6 en el artícu-
lo 35 LGT, en base al cual <<también tendrán la consideración de obligados tri-
butarios aquellos a los que se pueda imponer obligaciones tributarias conforme 
a la normativa sobre asistencia mutua>>. Se soslayan, de este modo, los eventua-
les obstáculos derivados de la imposibilidad de cursar la providencia de apremio 
al tenedor de los bienes, 25 por no tener la condición de obligado tributario, 
cuestión esta acreedora de una gran trascendencia práctica. 
Por lo que respecta, de otra parte, al sucesor ex lege, conviene matizar que, 
en la sucesión mortis causa, los herederos o causahabientes, obligados al pago 
de las deudas tributarias del causante, sucederán a aquél mediante la oportuna 
23. En similares términos diseña el marco subjetivo de actuación el Convenio sobre asistencia 
administrativa mutua en asuntos fiscales de 1988 (OCDE/Consejo de Europa) que, al hilo de los 
Comentarios al artículo 10, detalla a título de ejemplo algunos supuestos de sustitutos, sucesores, 
tenedores de bienes y responsables, señalando expresamente que la determinación de la condición 
de tales sujetos incumbe en exclusiva al Estado requirente y no al Estado requerido. 
24. BAS SoRIA, }.: <<Precisiones sobre las solicitudes de asistencia mutua en materia de recauda-
ción», en Revista de contabilidad y tributación n° 271 (1), 2005, p.131. 
25. Los depósitos bancarios constituyen un buen ejemplo de esta categoría subjetiva, siendo 
las entidades de crédito los terceros destinatarios de la solicitud de cobro en relación con los bienes 
del deudor allí depositados. 
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notificación en período voluntario de las deudas existentes, bien entendido que 
el apremio exige el vencimiento del plazo de ingreso en dicho período sin haber 
pagado y, difícilmente puede impagar quien no tiene la oportunidad de hacerlo. 
Resulta destacable en este punto la previsión del artículo 11.3 del Convenio sobre 
asistencia administrativa mutua en materia fiscal de 1988 que, en relación con 
la asistencia solicitada respecto a deudas de una persona fallecida, limita la actua-
ción del Estado requerido, que sólo podrá dirigirse frente al valor de la herencia 
o de los bienes adquiridos por los beneficiarios. Sin duda, la justificación de 
dicha medida radica en la necesidad de proteger a los herederos, que podtían 
desconocer la existencia de deudas a cargo del causante en otro Estado, gene-
rándose un posible conflicto entre los herederos y el Estado requirente en caso 
de no preverse la presente limitación. 
En definitiva, cualquiera de los sujetos indicados puede ser incluido en una 
solicitud de asistencia mutua formulada por la Administración española. Con 
arreglo al principio de seguridad jurídica, actuando España como Estado requi-
rente, debería dictarse una providencia de apremio por cada obligado, salvo 
cuando la deuda responda a una idéntica relación, como ocurre en los supues-
tos de solidaridad, donde resulta necesaria la mención de los cotitulares en la 
providencia a fin de que la Administración pueda dirigirse contra ellos efectiva-
mente. En particular, es el contribuyente el que debe figurar en la providencia 
de apremio, a menos que se haya dictado el acto de derivación de responsabili-
dad, en cuyo caso aquélla podría referirse al responsable solidario si es que éste 
ha hecho caso omiso del período voluntario de pago. De otro lado, en los casos 
de responsabilidad subsidiaria, cuando se declara insolvente el obligado principal, 
se dicta el acto de derivación de responsabilidad y, transcurrido el plazo volun-
tario de ingreso, se expide el título ejecutivo contra los responsables subsidiarios. 
En este orden de ideas, huelga subrayar que aunque no se prevea explícita-
mente la existencia de responsabilidades en el procedimiento a seguir por soli-
citudes de asistencia mutua, la normativa española califica también como obliga-
dos tributarios a los responsables, tanto solidarios como subsidiarios (artículo 
35.5 LG1) y no sólo por la realización de conductas relacionadas con el naci-
miento de la obligación tributaria, sino también por comportamientos obstativos 
de la acción administrativa de cobro (artículo 42.2 LG1) que, en calidad de res-
ponsabilidades por incumplimiento en el procedimiento recaudatorio que nos 
ocupa cobran todavía, si cabe, mayor relieve en esta materia. 
Adviértase que en este último supuesto, la responsabilidad no se liga a la 
condición de <<obligado tributario>> de aquel frente al que se dirige la petición de 
cobro, extremo éste que podría inducir a confusión sobre el motivo de sujeción 
del mismo sino, antes bien, a su consideración de <<obligado al pago». 26 En suma, 
los supuestos previstos en el artículo 42.2 LGT quedan, pues, incluidos entre los 
sujetos frente a los que se puede cursar una solicitud de asistencia mutua recau-
datoria, aun cuando no se trate de «responsables solidarios de la deuda tributa-




ría>> en sentido estricto -calificación que se reserva para las personas relaciona-
das en el artículo 42.1 LGT- sino de «t·esponsables solidarios del pago de la 
deuda tributaria>> pendiente, máxime si se tiene en cuenta que el artículo 3.2.c) 
del Reglamento de ejecución de 2011 alude de manera amplia a <<cualquier otra 
persona distinta del codeudor responsable del pago de los impuestos, derechos 
y otras medidas o de otros créditos con ellos relacionados en aplicación de la 
legislación vigente en el Estado miembro donde radica la autoridad requirente>>. 
La creciente complejidad en los procedimientos recaudatorios, motivada entre 
otras causas, por la notable ampliación de los supuestos de responsabilidad tri-
butaria en el ordenamiento español al objeto de evitar conductas elusivas del 
pago, exige efectuar algunas precisiones sobre la asistencia recaudatoria entre 
Estados en este campo. Como es sabido, la Ley de Medidas para la Prevención 
del Fraude Fiscai27 introdujo en el artículo 43 LGT dos nuevos supuestos de 
responsabilidad subsidiaria que, atendiendo a su condición de obligados tribu-
tarios según la legislación española, formarían parte del ámbito subjetivo sobre 
el que se proyecta dicha asistencia internacional. El primero de ellos se refiere 
a las personas o entidades que detenten el control efectivo, total o parcial, direc-
to o indirecto, de las personas jurídicas o en las que concurra una voluntad 
rectora común con éstas, cuando se acredite que tales personas jurídicas han 
sido creadas o utilizadas de forma abusiva o fraudulenta para eludir la respon-
sabilidad patrimonial universal frente a la Hacienda Pública y exista unicidad de 
personas o esferas económicas, o confusión o desviación patrimonial. 
El segundo supuesto incluido, alude a las personas o entidades de las que 
los obligados tributarios tengan el control efectivo, total o parcial, o en las que 
concurra una voluntad rectora común con dichos obligados tributarios, por las 
obligaciones tributarias de éstos, cuando se acredite que tales personas o enti-
dades han sido creadas o utilizadas de forma abusiva o fraudulenta como medio 
de elusión de la responsabilidad patrimonial universal frente a la Hacienda Públi-
ca, siempre que concurran, bien una unicidad de personas o esferas económicas, 
bien una confusión o desviación patrimonial. 
En la Exposición de motivos de dicha Ley se justifica la adición de estos dos 
nuevos supuestos de responsabilidad como una medida antiabuso <<basada en la 
construcción jurisprudencia! del levantamiento del velo>>, precisando que la 
misma <<engarza directamente con los límites y requisitos que la jurisprudencia 
del TS ha perfilado, con la única salvedad de su novedosa configuración al ampa-
ro de la autotutela administrativa, como propios de un supuesto de responsabi-
lidad subsidiaria>>. 
Condición indispensable para formular una solicitud de asistencia recauda-
toria a otro Estado tanto en éstos como en los supuestos de responsabilidad 
tributaria ya existentes en el Derecho español, es la previa derivación de la acción 
administrativa para exigir el pago de la deuda a los responsables que, a su vez, 
requiere un acto administrativo en el que previa audiencia al interesado, se 
27. Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la Prevención del Fraude Fiscal. 
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declare la responsabilidad y se determine su alcance (artículo 41.5 LGT), sin 
perjuicio de la posible adopción de las medidas cautelares que se considere 
oportuno (artículo 81 LGT). El procedimiento de derivación de responsabilidad 
se regula en los artículos 17 4 a 176 LGT, señalándose en el primero de ellos que 
tal responsabilidad puede ser declarada en cualquier momento posterior a la 
práctica de la liquidación o a la presentación de la autoliquidación y debe noti-
ficarse necesariamente a los sujetos responsables. 
Es importante resaltar que, si bien en el supuesto de responsabilidad subsi-
diaria deviene imprescindible la previa declaración de fallido de los deudores 
principales al objeto de derivar la responsabilidad correspondiente, ello no 
implica empero que dicha declaración de fallido deba ser notificada a los res-
ponsables subsidiarios, a quienes lo único que se notifica, con independencia 
de que se trate de un procedimiento recaudatorio interno o de una petición de 
cobro internacional, es el acto ulterior de declaración de responsabilidad. Debe 
precisarse asimismo que, en relación con los dos nuevos supuestos de respon-
sabilidad subsidiaria indicados, quien invoque el <<levantamiento del velo>> tiene 
la carga de la prueba, motivo por el cual si la Administración Tributaria espa-
ñola pretende formular una solicitud de asistencia a otro Estado en alguno de 
estos casos, deberá probar que la entidad se constituyó exclusivamente con la 
finalidad de pagar menos impuestos o bien de beneficiarse de algún incentivo 
fiscal. Si, por el contrario, de la práctica de la prueba se llega a un resultado 
diferente, la doctrina del «levantamiento del velo» resultaría inaplicable y, por 
ende, no sería factible cursar la petición de cobro a otro Estado frente a estos 
obligados tributarios. 
Por otra parte, teniendo en cuenta que la derivación de responsabilidad 
amplía el elenco de sujetos afectados por su exigencia, podría dirigirse a sujetos 
que, al no ser deudores principales, no tienen conocimiento de las circunstan-
cias que determinaron la exigencia del mismo, t·azón por la cual debería refor-
zarse28 la posibilidad de discutir sobre la legalidad de la deuda tributaria en 
estos casos que, a nuestro juicio, adolecen de una adecuada regulación tanto 
en sede comunitaria como convencional, en lo que a derechos y garantías pro-
cedimentales concierne. 
2.2. Limitaciones subjetivas a la obligación de prestar asistencia 
A diferencia de la normativa europea, que no establece límite alguno respec-
to a los posibles sujetos afectados por la petición de cobro, ya sea exigiendo su 
residencia en la UE, ya requiriendo un título o condición tributaria de la que se 
deriva la deuda exigible, a nivel convencional, en cambio, sí suelen contemplarse 
razones subjetivas de exclusión del deber de prestar tal asistencia administrativa. 
28. GARCÍA PRATS, F.A.: «La asistencia internacional ( ... )>>. Ob.cit. p.483. 
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La finalidad de estas cláusulas estriba en proteger a determinadas personas, 
excluyéndolas de su ámbito subjetivo de aplicación. En opinión de GARCÍA PRATS, 29 
se trata de las cláusulas de exclusión más relevantes pues, aunque coexistan en 
los convenios con otras que permiten la denegación de la asistencia atendiendo 
a la lesión de la soberanía, la seguridad, el orden público o los intereses esen-
ciales del Estado requerido que tal prestación de asistencia puede suponer, en 
la realidad práctica, son las cláusulas de índole subjetiva, y no estas otras, las 
que pueden llegar a vaciar de contenido el procedimiento de asistencia recau-
datoria, convirtiéndolo en inoperante al rehusar la asistencia respecto a aquellos 
sujetos que constituyen el objeto del mismo. 
Conviene hacer hincapié, sin embargo, en la idea de que estas cláusulas 
representan una excepción a la regla general, dado que el artículo 27.1 CM 
OCDE vigente no sólo predica la virtualidad de la asistencia recaudatoria en 
relación con los residentes en uno o en ambos Estados parte sino que, además, 
declara que tal asistencia desplegará su eficacia sin quedar restringida por los 
términos del artículo 1 CM OCDE; lo que demuestra que el ámbito subjetivo 
sobre el que se proyecta la cooperación recaudatoria es incluso más amplio que 
el previsto para la aplicación del resto de cláusulas del convenio. 
Asistimos, pues, a una dualidad de cláusulas subjetivas de exclusión suscep-
tibles de incorporarse al articulado de los convenios para evitar la doble impo-
sición intet·nacional, cuales son las siguientes: 
Cláusula de nacionalidad: exceptúan la prestación de asistencia cuando 
ésta implica la actuación ejecutiva contra los propios nacionales del 
Estado requerido (personas físicas o jurídicas). La génesis de esta cláu-
sula se remonta a los primigenios Convenios Modelo de la Sociedad de 
Naciones de México y Londres, destacando EEUU como país que fre-
cuentemente incluye esta excepción en sus tratados bilaterales, tal y 
como se aprecia en los suscritos con Canadá, Holanda y Dinamarca, 
respectivamente. No obstante ello, la aplicación de esta cláusula es sin 
duda cuestionable desde el punto de vista del principio de no discrimi-
nación por razón de la nacionalidad. Paralelamente, la cláusula podría 
atentar también contra las exigencias del principio de no discriminación 
en el ámbito de la UE, según la interpretación del mismo por el Tribu-
nal de Luxemburgo, todo lo cual desaconseja su empleo en detet·mina-
das latitudes. 
Cláusula de residencia: en otras ocasiones, los Estados contratantes 
excepcionan la obligación de prestar asistencia recaudatoria cuando la 
solicitud afecta a los sujetos residentes en el Estado requerido. Ejemplos 
de esta cláusula pueden encontrarse, entre otros, en los Convenios fir-
mados por Armenia en 1995 con Bulgaria y con Irán, respectivamente. 
29. GARCÍA PRATS, F.A.: «La asistencia mutua ( ... )». Ob.cit. p.30. 
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Por último, cabe detectar asimismo tratados bilaterales que combinan ambas 
excepciones en una única cláusula, como ocurre en el Convenio entre Bélgica y 
Finlandia de 1954. 
2.3. Impugnación de la condición de obligado tributario y cuestiones 
conexas 
Procede abordar en estas líneas la competencia de los Estados para el cono-
cimiento de las reclamaciones relativas a la acción de asistencia recaudatoria. 3° 
Como regla general, la impugnación ha de plantearse ante las autoridades del 
Estado que desarrolla la actuación en cuestión, 3l lo que se traduce en que todas 
aquellas cuestiones atinentes al reconocimiento de la deuda o declarativas de la 
misma, así como a la determinación del deudor u obligado al pago que, como 
se indicó anteriormente, corresponden al Estado solicitante, deberán ser resuel-
tas por los órganos competentes de éste. Por el contrario, la legalidad o correc-
ción de la medida ejecutiva adoptada resulta impugnable ante el Estado reque-
rido -que es quien la aplica- y conforme a su legislación interna. 
Observamos en este punto una falta de previsión, tanto en la normativa 
europea como en la convencional, sobre los derechos que detentan quienes no 
son obligados principales al pago del tributo que, sin duda, se traduce en una 
merma de sus posibilidades de defensa frente al mecanismo recaudatorio. Como 
pone de relieve GARCÍA PRATS, <<la aplicación de los procedimientos de asistencia 
ejecutiva ( ... ) debería revestirse de garantías procedimentales específicas y sin-
gulares que preservaran sus derechos, ( ... )>>. 32 Así se reconoce en los distintos 
ordenamientos tributarios internos, donde se prevén medidas concretas de sal-
vaguarda de los intereses legítimos del deudor no principal. 33 En definitiva, la 
exigencia de cobro debería acompañarse de los mecanismos oportunos de defen-
sa de la posición deudora, pues si cursada la solicitud de ejecución al Estado 
requerido, éste no puede conocer de las cuestiones relativas a la determinación 
de la deuda tributaria ni a la con-ección de su exigencia al sujeto afectado, sería 
necesario que antes de iniciar el procedimiento ejecutivo contra éste, se verifi-
30. GRAU RUIZ, Ma.A.: <<La cooperación ( ... )>>. Ob.cit. pp.254 a 275. 
31. Algún autor ha destacado la desprotección e inseguridad que esta regla provoca, dado que 
en ocasiones el obligado desconocerá qué autoridad es la responsable de la actuación que pretende 
impugnar. De ahí que se considere conveniente la existencia de una regulación expresa sobre los 
efectos derivados de la interposición de una instancia en un Estado distinto al competente para 
resolver, así como el desarrollo de un procedimiento de remisión de los escritos presentados por 
los obligados. No obstante ello, debe recordarse que los Estados están obligados a comunicarse 
cualesquiera resoluciones que se produzcan y que afecten a la solicitud de asistencia. DE FRANCISCO 
GARRIDO, R.: <<La cooperación multilateral en el ámbito de la OCDE», Cuadernos de formación del 
Instituto de Estudios Fiscales, colaboración 06/07, volumen 3/2007, p.93. 
32. GARCÍA PRATS, F.A.: <<Asistencia mutua internacional en materia de recaudación tributaria», 
en: CORDÓN EZQUERRO, T. (Dir.): <<Manual de Fiscalidad internacional», Instituto de Estudios Fiscales, 
Madrid, 2004, p.1040. 
33. Véase, en el ordenamiento tributario español, lo dispuesto en los artículos 174 a 176 LGT. 
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cara si el Estado requirente le ha informado sobre la posible discusión acerca de 
la legalidad del tributo o sobre la concurrencia de los presupuestos que le con-
figuran como afectado por la prestación de asistencia recaudatoria, permitiendo 
su oposición a ésta desde el momento en que se le comunican las medidas a 
adoptar en ejecución de dicha asistencia. En este sentido, el plazo para formular 
dicha oposición debería computarse -según la legislación del Estado requiren-
te- a partir del momento de la notificación de las medidas adoptadas en ejecu-
ción de la solicitud de asistencia por parte del Estado requerido.34 
El plazo de prescripción aplicable en esta órbita carece asimismo de regulación 
homogénea. 35 Obviamente, ante una deuda prescrita el Estado requerido ha de 
abstenerse de realizar actuación alguna. Ahora bien, si el plazo de prescripción 
no se ha agotado, cabría cuestionar si la formulación de una solicitud de asisten-
da mutua por parte del Estado requirente podría interrumpir o suspender dicho 
plazo. La normativa europea36 establece que las cuestiones relativas a la prescrip-
ción se regirán exclusivamente por la normativa interna del Estado requirente, 
matizando no obstante que los actos efectuados por el Estado requerido que, de 
haberse realizado en el Estado requirente, hubieran tenido por efecto suspender 
o interrumpir la prescripción en este último, se considerarán a estos efectos como 
si hubieran sido realizados en el Estado requirente, <<Siempre y cuando la norma-
tiva vigente en el Estado miembro requirente contemple efectos equivalentes>>. 
La posible interrupción o suspensión de la prescripción por este motivo no 
suele contemplarse, por regla general, en el seno de las legislaciones internas 
de los distintos Estados que, como subraya GRAU RUIZ, «una vez más, perma-
necen ajenos a las consecuencias que sobre su ordenamiento puedan tener las 
actividades internacionales de sus Administraciones Tributarias>>.37 Excepción a 
ello constituye el ordenamiento español, que a raíz de la transposición de la 
34. GARCÍA PRATS, F.A.: «Asistencia mutua internacional ( ... )>>. Ob.cit. p.1041. 
35. El Convenio sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal de 1988 contempla los 
aspectos relativos a la prescripción del derecho al cobro de las deudas en su artículo 14, bajo la 
denominación de limitación temporal para el ejercicio de la asistencia administrativa. Al igual que 
en los convenios bilaterales, para la apreciación de la prescripción se atiende exclusivamente a las 
disposiciones internas del Estado requirente, que está obligado a informar al Estado requerido sobre 
el cálculo de dicho plazo al tiempo de realizar la petición de asistencia. Por otra parte, el Convenio 
impone el reconocimiento de eficacia interruptiva del cómputo de la prescripción a las actuaciones 
que tengan tal virtualidad en el Estado requerido, pese a que como se ha señalado, el cómputo del 
plazo se efectúe de acuerdo con las normas del Estado requirente. Los efectos de dicha causa de 
interrupción serán los determinados por el ordenamiento del Estado requerido, por lo que si en 
este Estado la actuación supone el inicio de un nuevo plazo, tal será el efecto que tendrá automá-
ticamente en el Estado requirente. 
Finalmente, respecto a los plazos para el ejercicio de las acciones de cobro, el Convenio esta-
blece la imposibilidad de remitir deudas tributarias cuando hayan transcurrido más de 15 años desde 
la fecha del título ejecutivo original. Esta cuestión de índole temporal aparece recogida en una 
minoría de convenios bilaterales, en los que por regla general se fija la duración máxima del pro-
ceso de asistencia recaudatoria entre 10 (Convenio entre EEUU y Canadá de 1994) y 15 años (Con-
venio entre Austria y Noruega), en aras a proteger la seguridad jurídica de los obligados al pago. 
36. Artículo 19 de la Directiva 2010/24/UE. 
37. GRAU Rmz, Ma.A.: <<La cooperación ( ... )». Ob.cit. p.251. 
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Directiva 2010/24/UE, sí ha incorporado una previsión expresa al respecto en el 
artículo 68.5 LGT. 
En los Convenios, sin embargo, se establece que la prescripción únicamen-
te se interrumpe por los actos que tienen eficacia interruptiva en ambos Estados, 
es decir, el acto intermptivo realizado en el Estado requerido debe gozar asi-
mismo de fuerza interruptiva con arreglo al Derecho del Estado requirente. En 
otras ocasiones, no obstante, se impone el reconocimiento de los actos oficiales 
efectuados por otro Estado según su Derecho interno, de forma tal que los actos 
de recaudación ejecutiva que producen la suspensión o interrupción del plazo 
de prescripción en el Estado requerido, conllevarán también esta consecuencia 
en el Estado requirente. Los Convenios de doble imposición suscritos por Espa-
ña con Francia, Bélgica y Argelia, respectivamente, constituyen un buen expo-
nente de esta última práctica. Como aclara GRAU Rmz,38 aunque a primera vista 
pudiera parecer un contra sentido que los plazos de prescripción se rijan por 
el Derecho del Estado requirente y su interrupción o suspensión por el del 
Estado requerido, tal esquema es perfectamente coherente con el mecanismo 
de asistencia recaudatoria internacional, que no sólo observa criterios subjetivos 
en la producción del acto sino que, además, considera siempre las cuestiones 
atinentes a la obligación material competencia del Estado requirente y las rela-
tivas a los actos de ejecución, por el contrario, competencia del Estado que le 
asiste en el cobro de la deuda. 
Ciñéndonos al examen de las reclamaciones interpuestas ante el Estado requi-
rente, por ser la categoría en la que se engloban las impugnaciones sobre los 
sujetos obligados, son varios los interrogantes que se suscitan ante la ausencia 
de regulación expresa de algunos de estos aspectos hasta la fecha. Las divergen-
cias en los ordenamientos tributarios internos en torno al ámbito o alcance de 
la responsabilidad o a los derechos de los deudores en este marco, se materia-
lizan en problemas concretos. A título de ejemplo, cabría preguntarse si serían 
admisibles en España impugnaciones de la obligación de un responsable deter-
minada en otro Estado miembro, en base a que aquélla comprende las sanciones 
o eventuales recargos similares a los recargos del período ejecutivo español, 
devengadas por el obligado tributario principal; o si resultan o no susceptibles 
de recurso en el Estado requerido los hechos y circunstancias que han llevado 
a la determinación de la obligación de pago de un sujeto por parte del Estado 
requirente; o si un tipo de obligado tributario concreto se ajusta o no a la tipo-
logía de obligados que prevé la normativa nacional del Estado requerido; o si 
sería revisable en el Estado requerido la obligación o calificación del obligado al 
pago como responsable, al amparo de un supuesto de responsabilidad equipa-
rable al del artículo 43.1 a) LGT (responsabilidad de administradores de personas 
jurídicas que hayan cometido infracciones tributarias), cuando tal obligación o 
condición de responsable en este caso no exija en el Estado requerido que la 
entidad de la que se es administrador haya cometido una infracción tributaria. 
38. GRAU RUIZ, M•.A.: <<La cooperación ( ... )>>. Ob.cit. p.251. 
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Tomando como premisa que la determinación tanto de la obligación tributa-
ria en cuestión como de los obligados al pago, ya se produzca en la fase de 
liquidación o previamente al inicio de ésta (como sucede en España en el caso 
de los sucesores de los obligados tributarios), o incluso por circunstancias con-
currentes en el procedimiento de recaudación -supuesto de responsabilidad al 
que aludíamos en el apartado anterior-, constituye siempre y en todo caso una 
cuestión puramente interna que sólo compete al Estado requirente, no es posi-
ble hablar de impugnaciones ante el Estado requerido que versen sobre la natu-
raleza de la obligación o sobre la condición de deudor u obligado al pago, 
amparándose en que éstas no coinciden con las diseñadas en la legislación del 
Estado requerido. La obligación de pago y el sujeto afectado por ella son los 
reflejados en la petición de cobro formulada por el Estado requirente, sin que 
se conceda facultad alguna al Estado requerido para modificar o siquiera cues-
tionar tal determinación del crédito en relación con el obligado. En esta línea 
se ha pronunciado igualmente el Tribunal Económico-Administrativo Central, 39 
a través de sus resoluciones de 11 de junio de 1999 y 23 de junio de 2000. 
Esta conclusión, aplicable en el marco de la UE, no resulta empero extrapo-
lable al ámbito convencional, en la medida en que tanto el CM OCDE40 1981 
como el Convenio41 sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal de 
1988, permiten que el Estado requerido pueda rechazar la solicitud cuando el 
supuesto de hecho generador de la responsabilidad tributaria sea sustancialmen-
te distinto de los reconocidos en su propia legislación. 
Cuestión diferente es la determinación de los efectos que sobre la asisten-
cia recaudatoria y sobre la actuación de los Estados implicados, provoca la 
interposición de un recurso ante el Estado requirente. Desde la perspectiva 
europea (artículo 14.4 de la Directiva 2010/24/UE) se obliga a la autoridad 
requirente a informar por escrito a la autoridad requerida sobre cualquier 
acción de impugnación del crédito o del título ejecutivo que se interponga, 
inmediatamente después de haber tenido conocimiento de la misma. 42 Ahora 
bien, ¿procede suspender el procedimiento de cobro en el Estado requerido 
ante la notificación por parte del Estado requirente del recurso planteado? La 
solución actual a este interrogante ha de buscarse en el artículo 14.4 de la 
39. GRAU RUIZ, Ma.A.: «La prestación de asistencia mutua en materia de recaudación por las 
autoridades españolas: nota acerca de las Resoluciones del TEAC de 11 de junio de 1999 y de 23 
de junio de 2000», en Crónica Tributaria n° 97, 2001, pp.149 a 156. 
40. Párrafo 12 de los Comentarios al Articulo 1 CM OCDE 1981. No es menos cierto, sin 
embargo, que esta disposición constituye una excepción a la regla general prevista en el citado 
Modelo, que reconoce que el Estado requerido no ostenta competencia alguna en la revisión de 
dicha concreción. 
41. Jolnt Council of Europe/OECD Convention on mutual administrative assistance in tax mat-
ters: Section 11, Assistance in recovery. Frente a la regla general establecida en los artículos 1.3 y 
23.2 del Convenio y detallada en el apartado 102 de los Comentarios, que priva de cualquier facul-
tad al Estado requerido en este punto, el apartado 110 de los Comentarios posibilita el rechazo de 
la petición de cobro ante una diversidad sustancial en materia de responsabilidad tributaria. 
42. Este mandato se contempla igualmente en el Capítulo VII, punto 4 de la Orden 
HAC/2324/2003, en desarrollo del RD 704/2002. 
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Directiva 2010/24/UE (fruto de la modificación de la Directiva en 2001), pues, 
si bien el artículo 12 de la Directiva 76/308/CE imponía la suspensión automá-
tica del procedimiento de ejecución por parte del Estado requerido en esta 
hipótesis, sin perjuicio de la posible adopción de medidas cautelares si se 
estimara necesario, en el ámbito español la Orden HAC/2324/2003 posibilita 
-de acuerdo con la reforma europea posterior- que, en el caso de reclama-
ciones interpuestas en España y notificadas al Estado requerido, pueda el Depar-
tamento de Recaudación de la AEAT solicitar a este último la continuación del 
procedimiento de cobro o de adopción de medidas cautelares, siempre y cuan-
do ello sea acorde con lo dispuesto en la normativa tributaria española. Si el 
resultado de la impugnación fuese favorable al interesado, el Departamento de 
Recaudación responderá de la devolución del importe cobrado en el Estado 
requerido y de las compensaciones debidas con arreglo a la legislación vigente 
en dicho Estado miembro.43 
En la órbita convencional, de otra parte, aunque en ocasiones se predica 
como regla general la suspensión automática, constatamos la ausencia de una 
solución unívoca, dado que algunos convenios contemplan expresamente, a la 
inversa, la no suspensión de la ejecución en el Estado requerido, como es el 
caso del Convenio celebrado en 1997 entre Armenia y Francia. 
2.4. Efectos subjetivos derivados de los requisitos para formular 
la petición de cobro 
Prevista en el CM OCDE 1981 (artículo 6.4), en el Convenio sobre asistencia 
administrativa mutua en materia fiscal de 1988 (artículo 19),44 y en el CM OCDE 
2010 (artículo 27), así como en la mayoría de los tratados bilaterales, la exhaus-
tíon rule constituye una excepción a la obligación de prestar asistencia por parte 
del Estado requerido, 45 si el Estado requirente no ha agotado todos los proce-
dimientos y posibilidades de ejecución previstos en su normativa interna a fin 
de cobrar el crédito tributario. En algunos supuestos, dicha regla puede venir 
acompañada de un requisito adicional, cual es la firmeza del acto que declara la 
deuda tributaria a fin de proceder a su ejecución en el otro Estado. 
43. En esta dirección se prevé, asimismo, que si el resultado de la impugnación planteada 
en España ante un tribunal judicial o administrativo fuese favorable al Departamento de Recauda-
ción y permitiese el cobro o la adopción de medidas cautelares en España, la decisión de dicho 
tribunal será considerada a dichos efectos título que permite la ejecución (Orden HAC/2324/2003, 
Capítulo Vll, punto 4). 
44. Se ha de precisar que este artículo admite como excepción a la regla comentada, el hecho 
de que el agotamiento de tales medios conllevara dificultades desproporcionadas para el Estado 
requirente. 
45. Debe matizarse que esta regla no se configura como una condición para posibilitar la for-
mulación de una solicitud de asistencia, sino como excepción a la obligación de prestar asistencia 
por parte del Estado requerido ante la comprobación de que el Estado solicitante no ha agotado 
todas las medidas de cobro posibles establecidas en su legislación. 
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Conviene matizar, no obstante, que la exhaustion rule no resulta aplicable 
en el seno de algunos convenios46 cuando se trata de adoptar medidas cautela-
res; en otros se modula dicho requisito en atención a los considerables proble-
mas o dificultades que la ejecución comportada en el territorio del Estado requi-
rente (Convenio entre Francia y Austria de 1993) y, finalmente, en un tercer 
grupo de convenios, la regla se atenúa en base a exigencias de razonabilidad, de 
tal forma que no es necesario que se hayan finalizado todos los mecanismos 
internos sino que, antes bien, se reputa suficiente el hecho de demostrar el 
carácter razonable de la solicitud a la vista de las medidas disponibles y practi-
cadas por parte del Estado requirente (Convenio entre España y Francia de 1995). 
De acuerdo con los Comentarios al artículo 27 CM OCDE, cabría incluso la pres-
tación de asistencia a pesar de que, contemplándose en el convenio bilateral la 
exhaustion rule, no se hubiera finalizado en el Estado requirente el procedi-
miento ejecutivo contra los obligados al pago, siempre y cuando se llegue a un 
acuerdo ulterior entre los Estados contratantes sobre este extremo.47 
La firmeza de la deuda tributaria se configura, igualmente, como una exigencia 
adicional que puede acompañar a la exhaustion rule en la cláusula de asistencia 
convencional, o bien presentarse de modo independiente. Se proclama, pues, la 
necesidad de que la deuda tributaria sea firme, ya por haber transcurrido el período 
de impugnación sin que el obligado haya recurrido ya, en caso de haber impugnado, 
porque haya recaído resolución que ponga fin a la vía administrativa o judicial, que 
no haya sido recurrida en tiempo y forma o que no admita ulterior recurso. 
Por regla general, los Convenios suelen exigir que la deuda sea firme, pero 
no que tenga carácter definitivo. No obstante ello, los Comentarios al CM OCDE 
1981 recomiendan cautela a los Estados parte al cursar solicitudes de recaudación 
de liquidaciones provisionales, con el fin de evitar la devolución e indemnización 
de los perjuicios ocasionados tanto al sujeto particular cuanto al Estado reque-
rido. Coincidimos con GARCÍA PRATs48 en afirmar que la interposición de recursos 
extraordinarios de revisión en absoluto impide la cooperación recaudatoria, si 
bien estimamos que durante su sustanciación si se debería paralizar el desarrollo 
del procedimiento de asistencia, previa notificación fehaciente al Estado reque-
rido de la interposición del recurso. 
Algunos convenios mitigan la exigencia de firmeza, aludiendo simplemente 
a que el impuesto sea debido y ejecutable, tal y como se prevé en el Protocolo 
al Convenio entre Austria y Canadá de 1999. En otros, basta la constatación de 
inexistencia de bienes del obligado en el Estado requirente para que éste se 
encuentre legitimado para solicitar la asistencia, como ocurre en el Convenio 
46. GARCÍA PRATS, F.A.: «La asistencia mutua ( ... )>>. Ob.cit. p.31. 
47. De ahí que el sujeto afectado por la asistencia recaudatoria no pueda oponer la regla del 
agotamiento previo como motivo de oposición a la vía de apremio iniciada en el Estado requerido, 
bien entendido que la exhaustion rule no constituye presupuesto alguno que inhabilite o Invalide 
la solicitud del Estado requirente en caso de incumplimiento. GARCÍA PRATS, F.A.: <<Asistencia mutua 
internacional ( ... )>>. Ob.cit. p. 1024. 
48. GARCÍA PRATS, F.A.: <<La asistencia mutua ( ... )>>. Ob.cit. p.24. 
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entre Letonia y Estonia de 1993 y en el Convenio entre Chipre y Rusia de 1998. 
Asimismo, de lo dispuesto en el Convenio entre Armenia y Grecia de 1999 se 
infiere la ausencia de firmeza de la deuda o, cuando menos, su modulación, al 
disponerse que la reclamación del particular suspende el procedimiento de asis-
tencia mutua. En consecuencia, si bien la exigencia de firmeza suele ser la regla 
general en el plano convencional, no es menos cierto que algunos tratados tien-
den a relativizar la misma, requiriéndose tan sólo la ejecutabilidad del acto y que 
éste sea finalmente debido, por lo que el presupuesto de firmeza no resultaría 
alegable en el seno de estos convenios. 
Centrándonos en el ámbito europeo, sin embargo, conviene advertir que la 
exigencia de firmeza no se contempla como requisito imprescindible para soli-
citar la asistencia. Al contrario, lo único que el artículo 11 de la Directiva 2010/24/ 
UE demanda es la ausencia de litigiosidad pendiente sobre el crédito y/o el ins-
trumento que permita su ejecución en el Estado requirente. 
Atendida la íntima conexión que existe entre la exigencia de firmeza y la regla 
de agotamiento de todos los mecanismos reconocidos en la normativa interna 
del Estado requirente (exhaustion rule), resulta lógico que esta última fuese 
asimismo objeto de modificación al hilo de la reforma de la Directiva 76/308/ 
CEE en 2001. Así pues, en contraste con la redacción anterior y con la propues-
ta inicial de la Comisión, no se exige ya el agotamiento previo de las medidas 
ejecutivas del Estado requirente para que surja la obligación de prestar asistencia 
por parte del Estado requerido. El tenor literal del citado artículo 11 de la Direc-
tiva 2010/24/UE requiere, efectivamente, que se hayan puesto en práctica los 
procedimientos de cobro pertinentes, pero se ha suprimido la referencia a que 
<<Se hayan finalizadO>> dichos procedimientos y a que <<no se haya logrado» el 
cobro mediante dichos procedimientos, aludiéndose tan sólo a que mediante las 
medidas tomadas no se lograse el pago íntegro del crédito. 
Expuesto cuanto antecede, dedicamos la última parte de este trabajo a 
reflexionar sobre los efectos de índole subjetiva que, a la luz de los requisitos o 
no de firmeza y de previo agotamiento de las vías internas, se ponen de mani-
fiesto en ambos campos, europeo y convencional. La primera cuestión a dilucidar 
se polariza en torno a la posibilidad de que la solicitud de asistencia se curse 
contra una persona que no ostentaba en un principio la condición pasiva en la 
relación jurídico-tributaria.49 Por lo que concierne al ámbito convencional en el 
que, como se ha reseñado, se exige normalmente el agotamiento previo de los 
mecanismos ejecutivos internos, nada obstaría, por ejemplo, a que la deuda 
impagada correspondiente a una sociedad, una vez finalizado el procedimiento 
de recaudación nacional contra sus administradot·es, en calidad de responsables 
del pago de dicha deuda según la legislación doméstica, fuera exigida con pos-
terioridad a través de la asistencia mutua solicitada a otro Estado, al objeto de 
que prosiguieran las actuaciones contra los sujetos responsables. 
49. GARCÍA PRATS, F.A.: <<La asistencia mutua ( ... )>>. Ob.cit. pp.22 y 23. 
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De igual manera, consideramos que el silencio de las cláusulas convenciona-
les faculta al Estado requirente para dirigir la petición de cobro frente al deudor 
tributario inicial, a pesar de que el procedimiento de recaudación se hubiera 
desarrollado y concluido frente a un tercer sujeto distinto del contribuyente 
original. Sabedores de la relevancia práctica de la que es acreedora esta cuestión, 
seria deseable una regulación específica de la misma bien en los propios instru-
mentos bilaterales, o bien en los Comentarios a los Convenios tanto de la OCDE 
(1981) como del Consejo de Europa (1988), con vistas a clarificar las dudas que 
actualmente se suscitan en esta sede. 
En otro orden de ideas, nos planteamos asimismo si cabe simultanear varias 
solicitudes de asistencia recaudatoria dirigidas a diferentes Estados. La respues-
ta en este caso presenta distinto signo dependiendo de que la asistencia se 
preste en el ámbito comunitario, o bien se enmarque en el contexto conven-
cional. Dada la eliminación de la exhaustion rule en el primer caso, sería per-
fectamente admisible una derivación de responsabilidad hacia un responsable 
solidario residente en otro Estado miembro a través de una solicitud de asis-
tencia, pese a que en el Estado requirente se desarrollara al mismo tiempo el 
procedimiento ejecutivo contra el deudor principat.5° Igualmente, podrían cur-
sarse de forma simultánea distintas peticiones de cobro a varios Estados de la 
UE, pues, de acuerdo con la normativa comunitaria vigente, no sólo no existe 
límite alguno en este sentido, sino que el artículo 6 del Reglamento de ejecución 
de 2011 asume implícitamente esta posibilidad, al señalar que <<en cada petición 
de información, de cobro o de medidas cautelares deberá indicarse si se ha 
dirigido una petición similar a otra autoridad>>. 
En los convenios, por el contrario, el requisito de firmeza y la exhaustion 
rule vetarían el desarrollo de ambos procedimientos, interno e internacional, 
de manera paralela en el tiempo. No obstante ello, matizábamos en líneas ante-
riores que, en no pocas ocasiones, dichos presupuestos se relativizan, en cuyo 
caso nada impediría acudir a la asistencia internacional antes de haber agotado 
la vía interna de ejecución, suponiendo, por ejemplo, que aparecieran bienes 
del deudor en el Estado solicitante o se rehabilitara alguno de los posibles 
obligados tributarios. 
Por lo que respecta, de otro lado, a la posible iniciación simultánea de dife-
rentes solicitudes de asistencia tributaria en relación con varios países, en virtud 
de la aplicación de diferentes convenios, abogamos por la viabilidad de tales 
procedimientos, siempre y cuando no se prevean límites al ejercicio de dicha 
asistencia recaudatoria en las respectivas cláusulas convencionales. Esta posibili-
dad no podría materializarse, sin embargo, en el supuesto de convenios que 
proclaman la exhaustion rule, bien entendido que la petición de asistencia a un 
Estado impediría recurrir a la concesión de asistencia por parte de un segundo 
Estado, pues éste podría alegar que continúan ejercitándose medidas adminis-
trativas dirigidas al cobro de la deuda por el Estado solicitante. Adviértase, empe-
50. GARCÍA PRATS, F.A.: «La asistencia internacional ( ... )>>. Ob.cit. p.483. 
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ro, que dicha causa de rechazo no resulta invocable cuando media un tratado 
en el que la excepción se predique del agotamiento de las medidas dentro del 
territorio del Estado solicitante, por lo que en principio sí sería factible cursar 
varios requerimientos de asistencia por parte de un Estado, siempre que todos 
los instrumentos convencionales en juego así lo permitan. 5l Destacamos, por 
consiguiente, la variada casuística que ofrece esta cuestión, acreedora de dife-
rentes respuestas en función del convenio que resulte aplicable y que, en aten-
ción a su importancia práctica, debería ser objeto de una mayor concreción, ya 
en el seno de los convenios bilaterales -que por regla general presentan una 
laguna jurídica en este punto-, ya a través de los Comentarios a los Convenios 
Modelo existentes en la materia. 
Finalmente, quedaría por resolver una cuestión adicional, descendiendo 
ahora al ámbito tributario español, cual es la de si cabría la posibilidad de que 
un responsable subsidiario español se opusiera a una acción recaudatoria desa-
rrollada frente a él por la Administración Tributaria española, esgrimiendo el 
argumento de que ésta no ha puesto en marcha el mecanismo de asistencia 
mutua frente al contribuyente residente en otro Estado miembw de la UE.52 
Efectivamente, estimamos válida o al menos planteable dicha oposición pues-
to que, si conforme a la normativa española en vigor, la Administración Tributa-
ria no se halla legitimada para exigir el pago de la deuda al responsable subsi-
diario sin la previa declaración de fallido del contribuyente (y del responsable 
solidario, en caso de existir) no residente, es evidente que las autoridades espa-
ñolas deberán recurrir a la asistencia recaudatoria para constatar dicha insolven-
cia, en la medida en que la LGT carece de eficacia extraterritorial. Con todo, no 
debe olvidarse que la solución sería distinta según el ámbito en el que se desa-
rwllara la relación tributaria, pues, si bien tal oposición del responsable subsi-
diario devendría posible en el marco europeo (en ausencia ya de la exhaustion 
rule), a nivel convencional, por contra, la regla del agotamiento previo de los 
cauces ejecutivos internos impedirá en ocasiones la solicitud de asistencia recau-
datoria a otro Estado, mientras el Estado requirente no haya intentado el cobro 
de la deuda frente al responsable en cuestión. 
Destacamos, en conclusión, la existencia todavía hoy de numerosos aspectos 
contwvertidos en torno al ámbito subjetivo del sistema de asistencia mutua en 
la recaudación tributaria entre Estados, cuya regulación actual, de marcado carác-
ter sectorial, adolece del grado de uniformidad que en esta sede sería deseable. 
51. Véase, en esta línea, el Convenio de doble imposición entre España y Bélgica de 1995. 
52. CALDERÓN CARRERO, J.M.: <<La Directiva 761308/CEE, sobre la asistencia mutua en materia de 
recaudación tributaria», en: CARMONA FERNÁNDEZ, N. (Coord.): <<Convenios fiscales internacionales y 
fiscalidad de la Unión Europea>>, CISS, Madrid, 2006, p.953. 
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